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RESUMEN
Hace poco se realizó una reforma constitucional que buscaba crear una ley general que estableciera los 

principios y bases de justicia cívica e itinerante. Este proceso se llevó a cabo considerando el antecedente de 

que está en vigor un reglamento sobre justicia cívica en el municipio de Juárez, Chihuahua, y una ley estatal 

sobre esta materia. El propósito de esta investigación es señalar los elementos jurídicos indispensables para 

la conformación del proyecto de ley general, específicamente en lo que respecta al policía de proximidad y 

la figura del fiscal cívico.
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INTRODUCCIÓN

L
as transformaciones que ha generado la apli-
cación de los conceptos de justicia cívica y se-
guridad humana tienen como finalidad trans-
formar el esquema del sistema de justicia 
vigente en el Estado mexicano. Este proceso 

comenzó a partir del 2016, cuando derivado de foros de 
consulta sobre justicia cotidiana, se empezó a analizar el 
cambio de paradigma en la resolución de conflictos. Esto 
implica el rediseño del sistema en áreas como la admi-
nistrativa, civil, mercantil y laboral; así como la revisión 
de aquellos formalismos que antes dificultaban el acceso 
a la justicia en lugar de facilitarlo.

Esta idea ha reformulado el sistema de atención de con-
flictos, considerando que todos afectan a la convivencia 
social aunque no lleguen a constituir delitos, pero sí re-
percuten en el ámbito público desde diversos escenarios 
del ámbito privado. Por esta razón, desde el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública se 
ha propuesto un esquema de justicia cívica y justicia iti-
nerante.

Lo anterior implica buscar estructuras en las que la 
prevención de estas conductas sea primordial, lo cual se 
enmarca en el contexto de la llamada seguridad humana, 
que se convertirá en el eje central para el desarrollo de la 
justicia cívica y la policía de proximidad, ya que en ella 
se integran los factores que influyen en esta dinámica, 
los mismos van desde la percepción que tiene el indivi-
duo de su entorno hasta su realidad, en la que su salud, 
contexto ambiental, situación económica y seguridad 
tienen un impacto directo en su relación con la sociedad.

Analizándolo desde la perspectiva tradicional, vigente 
pero ahora inmersa en un nuevo modelo con bienestar 
central, analizar la justicia cívica, centrando el papel del 
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policía y del fiscal cívico, su impacto en la 
defensa de los derechos humanos y el rol 
de las corporaciones de seguridad.

El tipo de investigación que se realizó fue 
exploratorio. Metodológicamente se llevó 
a cabo una indagación directa en la nor-
mativa vigente en el Municipio de Juárez, 
contrastada con estudios de derecho ad-
ministrativo sancionador. Se encontró 
que es necesario adecuar el proceso para 
que no contravenga la Constitución, y se 
concluyó que la capacitación de las cor-
poraciones policiales debe dirigirse a un 
paradigma más amplio, jurídico y social.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Con la implementación de la justicia cí-
vica en el Municipio de Juárez emerge un 
nuevo modelo de abordaje de las faltas ad-
ministrativas. Provocando un cambio en 
las estructuras y prácticas existentes des-
de la atención inicial de los conflictos, lo 
que subraya la importancia de establecer 
una conexión entre la policía y la comu-
nidad.

Ante estos cambios se plantea la siguien-
te duda: ¿qué contenido lleva o qué se en-
tenderá con las figuras de justicia cívica, 
seguridad humana y policía de proximi-
dad? Esto implica contrastar la antigua 
percepción de seguridad con la búsqueda 
de la prevención de dichas conductas, lo 
que ocurre en la llamada seguridad huma-
na, que será el eje central para el desarro-

llo de la justicia cívica y la policía de proxi-
midad.

En el ámbito de la justicia cívica, se de-
ben analizar e integrar aquellos factores 
que influyen en los conflictos humanos, 
que incluyen la percepción del individuo 
de su entorno, su salud, ambiente, econo-
mía y seguridad. Esta última, entendida 
desde una perspectiva tradicional aún vi-
gente, pero inmersa en un nuevo modelo 
donde el bienestar es lo central.

Desde esta postura se define el término 
justicia cívica, que desarrollado por el Se-
cretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública es el

conjunto de procedimientos e instru-
mentos de Buen Gobierno orientados a 
fomentar la Cultura de la Legalidad y a 
dar solución de forma pronta, transpa-
rente y expedita a conflictos comunita-
rios que genera la convivencia cotidia-
na en una sociedad democrática. Tiene 
como objetivo facilitar y mejorar la con-
vivencia en una comunidad y evitar que 
los conflictos escalen a conductas delic-
tivas o actos de violencia. (Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, 2020, p. 3)

Por otro lado, encontramos que en el ar-
tículo 4 fracción VII de la Ley de Justicia 
Cívica del Estado de Chihuahua, se le con-
cibe como 
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conjunto de procedimientos de buen go-
bierno que permiten atender de manera 
pronta, transparente y ágil los conflic-
tos cívicos, derivados de la convivencia 
cotidiana, para evitar su escalamiento y 
brindar una resolución pacífica a ellos. 

En este contexto, se contempla el desa-
rrollo de estrategias de seguridad que van 
más allá de la mera respuesta a la violen-
cia y que trascienden la necesidad de utili-
zar la fuerza coactiva del Estado. Por ello, 
es imperativo buscar otros modelos en los 
que sea posible emplear mecanismos al-
ternativos para la resolución de conflictos.

Para abordar este desafío, uno de los 
principales retos desde la creación nor-
mativa fue incorporar en el reglamento 
de justicia cívica del Municipio de Juárez 
el concepto de proximidad social. Éste se 
encuentra estipulado en el artículo 6, 
fracción XXXIX, que menciona “la vin-
culación de las instituciones de seguri-
dad pública con la sociedad, para generar 
confianza y cercanía”. Este hecho trajo 
consigo el rediseño de la labor de la poli-
cía preventiva, introduciendo el modelo 
de proximidad. Con ello, su trabajo en los 
municipios se vuelve crítico, lo que hace 
necesario fortalecer los vínculos comu-
nitarios entre los individuos. Este enlace 
obliga a replantear el papel del agente de 
policía en su comunidad y, sobre todo, de-
terminar qué conductas son permitidas 
dentro de estas comunidades.

La labor comunitaria es fundamental en 
poblaciones como Juárez, ya que la per-
cepción ciudadana ha sido mayormente 
negativa. Esto se evidencia en los resulta-
dos de la Encuesta Nacional de Victimiza-
ción y Percepción sobre Seguridad Pública 
2021, donde solo el 6.5 % de los participan-
tes considera efectivo el trabajo realizado 
por la policía municipal.

La implementación de la justicia cívica 
junto con el esquema de policía de proxi-
midad ha representado un desafío para 
los municipios, ya que reconfigura el pa-
pel que desempeñan estos órganos en la 
atención ciudadana al resolver conflictos 
entre particulares. En este contexto, el 
proceso de formación de dichos órganos 
resulta crucial, especialmente dada la in-
terrelación entre la policía de proximidad 
y la justicia cívica.

Es fundamental tener en cuenta que 
estas nuevas legislaciones tienen como 
finalidad propiciar un estado de derecho 
y bienestar en la sociedad, preservando la 
dignidad de la persona, garantizando las 
necesidades colectivas de sus habitantes 
mediante la adecuada prestación de los 
servicios públicos municipales, y salva-
guardando la seguridad y el orden público 
(Artículo 16, fracciones I, IV y VI del Regla-
mento de Juárez).
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PERTINENCIA DE LA 
INVESTIGACIÓN

La presente investigación resulta perti-
nente debido a la novedad que representa 
la implementación del modelo de justicia 
cívica en Juárez y otros municipios. Ade-
más, se debe analizar su relación con el es-
quema de policía de proximidad y evaluar 
lo ya implementado, con el fin de identifi-
car las áreas de oportunidad en la legisla-
ción examinada.

DESARROLLO

La presente investigación requiere com-
prender su concepción teórica dada la im-
portancia de los conceptos fundamentales 
en los que se basa. Primero, hay que enten-
der el término seguridad, que implica dis-
tintos elementos por su vertiente objetiva 
y subjetiva. Parafraseando a Peña Razo 
(2011), la seguridad tiene un impacto tanto 
en el individuo como en la sociedad. Par-
tiendo de esta perspectiva, surgen concep-
tos como la seguridad nacional, de la cual 
se deriva la seguridad pública. Esta última 
adquiere relevancia desde la proximidad 
de los individuos con ella.

En este contexto, se desarrollan otros 
términos fundamentales para construir 
la justicia cívica. Como base, identifica-
mos la seguridad ciudadana, que se centra 
en garantizar a los ciudadanos una serie 
de condiciones en las que se protejan sus 
derechos fundamentales. Esto incluye las 

ideas del desarrollo humano, lo que im-
plica un cambio en la concepción de la se-
guridad. Se hace hincapié en medidas que 
aseguren este bienestar de manera más 
amplia o con efectos más beneficiosos 
para la comunidad en su conjunto.

Ante esta situación, es patente que la 
prevención es fundamental. Por ello, las 
acciones se enfocan en abordar conflictos 
antes de que evolucionen hacia conductas 
antisociales o, más específicamente, deli-
tos. El tratamiento de la problemática se 
basa en las particularidades de los admi-
nistrados, y se toman medidas para me-
jorar la convivencia a través del análisis 
del perfil de riesgo. Esto incluye acciones 
como trabajar en favor de la comunidad. 
Según el Reglamento Orgánico del Muni-
cipio de Juárez, estas medidas pueden es-
tablecerse a través de otras dependencias, 
como la Dirección de Prevención Social, la 
Dirección General de Servicios Públicos y 
la Dirección de Parques y Jardines.

La función actual de la justicia cívica, en 
lugar de imponer sanciones, es crear nue-
vos paradigmas para promover el desarro-
llo de las relaciones humanas y la restau-
ración social. Con esto, se busca crear un 
entorno de seguridad humana.

Por su parte la justicia cívica, en lugar 
de imponer sanciones, busca crear nuevos 
paradigmas para promover el desarrollo 
de relaciones humanas y la restauración 
social, contribuyendo así a la seguridad 
humana, la cual según Peña Razo (2011) 
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“implica la protección de las personas, de 
las amenazas, sus derechos y su vida, es 
decir, ofrecer seguridad económica, ali-
mentaria, coma de salud, coma ambien-
tal, personal, comunitaria y política para 
alcanzar una estabilidad duradera o sus-
tentable” (p. 143).

Desde su planteamiento, el principal ob-
jetivo ha sido evitar que las conductas o 
conflictos escalen hacia hechos delictivos 
o comportamientos violentos, y operar 
como un mecanismo de despresurización 
y atención temprana en la sociedad. Por 
ello, el enfoque hacia el administrado se 
centra en el estudio de su perfil y, a partir 
de dicho análisis, se le pueden proporcio-
nar alternativas más allá del castigo o la 
sanción. Estas incluyen: orientación para 
el manejo de la ira, agresividad o violen-
cia; formación para el trabajo; orientación 
para combatir el alcoholismo y la adicción 
a las drogas; apoyo para la educación; y 
refugios o albergues. De esta manera, se 
abordan las causas que generan los con-
flictos, y ya no se limitan a la conducta 
misma. Sin embargo, esto no excluye la 
aplicación de sanciones, ya que persiste la 
necesidad de que los organismos coactivos 
del Estado cuenten con legitimidad social.

Ante esto, la reglamentación municipal 
establece medidas con el objetivo de que 
las personas infractoras realicen labores 
en favor de la comunidad, como se esti-
pula en el artículo 6, fracción XXX. Para 
llevar a cabo de manera oportuna el per-

fil de riesgo del infractor es necesario que 
las autoridades realicen una evaluación 
de amenazas psicosociales o tamizaje, en 
términos del artículo 6, fracción XX del 
reglamento municipal.

Además, a través de un catálogo de solu-
ciones alternativas reconocido en el men-
cionado artículo y su fracción VII, se bus-
ca proporcionar opciones que permitan 
abordar la situación de manera efectiva. 
Es importante la vinculación de los orga-
nismos de la sociedad civil, con el objetivo 
de instaurar programas para la atención 
del alcoholismo, la drogadicción y el esta-
blecimiento de albergues o refugios. Esto 
se hace para proporcionar una atención 
oportuna que, además, dignifique al indi-
viduo que desarrolla estas conductas an-
tisociales.

Uno de los ejes de la prevención son los 
cuerpos policiales, por ello es importante 
examinar cómo los percibe la sociedad. 
Una pauta es la definición de la Real Aca-
demia de la Lengua Española, la cual dice: 
“cuerpo encargado de velar por el mante-
nimiento del orden público y la seguridad 
de los ciudadanos, a las órdenes de las au-
toridades políticas” (Real Academia Espa-
ñola, 2024).

Se puede observar que el actuar policial 
se concibió en su origen como un ente re-
presivo. Sin embargo, a mediados del siglo 
XX comenzó a revertirse con la aparición 
de la policía comunitaria. En este enfoque 
se busca involucrar a la ciudadanía en los 
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procesos de seguridad, destacando la im-
portancia de establecer una relación de 
confianza dentro de la comunidad, par-
tiendo de la idea de que cualquier persona 
puede convertirse en un agente de policía.

Derivado de esta cercanía en la relación 
entre ciudadano y policía, y considerando 
que ésta es la primera autoridad en con-
tacto con el individuo en caso de conflicto 
o delito, se fortalece el principio preventi-
vo en relación con la comisión de estos úl-
timos. Por lo tanto, fue necesario cambiar 
la concepción de los cuerpos de policía 
municipal en México, especialmente en 
Juárez.

En este sentido en la expedición de la re-
glamentación de Justicia Cívica, Policía y 
Buen Gobierno del Municipio de Juárez se 
establecieron los siguientes criterios que 
deben cumplir los elementos policiales en 
su artículo 86 (ABROGADO):

con enfoque de proximidad, capacitados 
en medios alternativos de solución de 
controversias, darán atención temprana 
a los conflictos entre dos o más partes, 
aplicando la mediación en el lugar de los 
hechos, a efecto explorar la posibilidad 
de culminarse un conflicto mediante 
convenio. En este caso, el contenido del 
convenio será puesto a consideración de 
la jueza o juez cívico, y de considerarlo 
legal, lo aprobará y hará del conocimien-
to de las partes involucradas, su alcance, 

obligaciones contraídas y las consecuen-
cias de su incumplimiento.

Lo estipulado en el citado reglamento 
municipal tiene relación con los cambios 
conceptuales realizados en marzo del 2022 
al Sistema Nacional de Seguridad Publica:

EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA:
SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL AR-
TÍCULO 75 DE LA LEY GENERAL DEL 
SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA.
Artículo Único. - Se reforma la fracción 
III del artículo 75 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
para quedar como sigue:
Artículo 75.- Las Instituciones Policiales, 
para el mejor cumplimiento de sus obje-
tivos, desarrollarán, cuando menos, las 
siguientes funciones:
I. y II. ...
III. Proximidad social, como una acti-
vidad auxiliar a las funciones de pre-
vención, a través de la proactividad y la 
cooperación con otros actores sociales, 
bajo una política de comunicación y co-
laboración interna e interinstitucional 
que fortalezca la gobernabilidad local y 
promueva la mediación, como procedi-
miento voluntario para solucionar pa-
cíficamente conflictos derivados de mo-
lestias y problemáticas de la convivencia 
comunitaria que no constituyan delitos.
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Podemos observar que el municipio 
se adelantó a los cambios en cuanto a la 
proximidad social de los cuerpos policia-
les, aplicándolos en la práctica desde la 
expedición del reglamento en 2020. Coin-
cidiendo con las pautas del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública en 2020, en las que se consi-
dera necesario realizar un análisis de los 
perfiles de riesgo de los infractores, ya que 
la problemática social no se concibe con 
una finalidad represiva, sino con el objeti-
vo consagrado desde el mismo texto cons-
titucional de la reinserción social.

Para lograrlo, en las guías de implemen-
tación del modelo se están elaborando 
estrategias que permitan remitir a los 
infractores recurrentes a instituciones 
gubernamentales y organizaciones de la 
sociedad civil, donde se puedan atender 
sus necesidades y facilitar su reintegra-
ción a la comunidad. Cuyo rol se encuen-
tra estipulado en el artículo 98 de la Ley de 
Justicia Cívica de Chihuahua, en donde el 
legislador busca dejar un papel amplio de 
colaboración para atender los perfiles de 
riesgo.

En concordancia con lo anterior, el papel 
del policía adquiere nuevos roles, siendo 
uno de ellos la vital función de constituir-
se como agente acusador dentro del pro-
ceso de justicia cívica. Esta responsabili-
dad no debe tomarse a la ligera debido a la 
complejidad del concepto y la aplicación 

de la justicia cívica. Por tanto, afirmamos 
que un policía no debe asumir el papel por 
la carga de trabajo y su formación actual.

Es crucial destacar la importancia de la 
función del fiscal cívico, para lo cual se 
deben asignar policías exclusivamente 
dedicados a este papel o buscar personal 
no policial que desempeñe esta función 
dentro del tribunal. Además del agente 
policial, que es el principal eje del sistema 
de justicia cívica, existen otros participan-
tes relevantes, especialmente dentro de un 
modelo de justicia itinerante.

Se debe garantizar el acceso a la justicia 
de los posibles infractores, lo que ha lleva-
do a la formulación de un esquema proce-
sal que busca la imparcialidad del proceso 
y otorga al posible infractor la oportuni-
dad de defenderse en juicio. Aunque hay 
diversos actores dentro del proceso de jus-
ticia cívica, solo se analizan los ya mencio-
nados aquí.

Más adelante profundizaremos en el pa-
pel adicional que puede desempeñar un 
agente de policía, destacando la necesidad 
de su existencia, formación y especializa-
ción y la carga de trabajo excesiva que po-
dría recaer en un agente en activo.

EL ROL DEL FISCAL CÍVICO

Como punto de partida encontramos que 
en el artículo 6 fracción XXIII del regla-
mento municipal, se describe a los fiscales 
cívicos municipales como: “La servidora 
o servidor público encargado de ejercer 



79

A N UA R I O  D E  D E R E C H O ,  C O M E R C I O  I N T E R N A C I O N A L , 
S E G U R I D A D  Y  P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

El nuevo paradigma de la justicia cívica y el rol del policía de proximidad

la acción persecutora contra las personas 
probables infractoras, para preservar la 
paz y tranquilidad social en el Municipio 
de Juárez, y defender sus intereses”.

Una de las figuras clave que permea en la 
función del policía de proximidad es la del 
fiscal cívico. El policía se encarga de des-
empeñar sus labores o trabajar en auxilio 
del fiscal cívico, lo que resulta primordial 
en el desarrollo de las audiencias. De ma-
nera enunciativa, pero no exhaustiva, se 
pueden mencionar funciones como:

• Ejercicio de la acción persecutora de 
faltas administrativas.

• Documentación e integración de infor-
me policial homologado.

• Obtención de certificados médicos y 
pruebas.

• Preservación de pruebas.
• Comparecencia en las audiencias pro-

gramadas.
• Argumentación y defensa en cada una 

de las etapas procesales.
• Promoción de recursos de resolucio-

nes emitidas por los juzgados cívicos.
• Entrevista con usuarios que deseen 

presentar quejas contra otra persona 
por una falta administrativa.

A continuación, se profundizará sobre 
algunos de los escenarios en el que se ex-
plica la participación del fiscal cívico.

Es el fiscal quien debe preparar o cons-
truir un caso de acusación contra un pro-

bable infractor y desde luego contar con 
elementos que habiliten la canalización 
de los administrados. En primer lugar, 
debe el fiscal tener pleno conocimiento de 
los elementos jurídicos y elementos fácti-
cos. Estos últimos provendrán del trabajo 
de campo del elemento policial. En este 
punto es que la capacitación del agente 
resulta trascendental aun en cuestiones 
jurídicas básicas.

Es responsabilidad del cargo y obliga-
ción constitucional del fiscal cívico reve-
lar la información, jurídica y fáctica, para 
que la defensa y el administrado conoz-
can de los hechos señalados, así como de 
lo que la ley interpreta como infracción a 
dicha conducta y su sanción. La suplencia 
de la queja no operará bajo ningún esque-
ma en procesos que implican la privación 
de la libertad de los administrados, por lo 
que la adecuación del hecho al tipo de la 
infracción debe ser razonada por un pe-
rito en derecho, mediante una operación 
mental de relación de elementos llamada 
subsunción. Se reitera la responsabilidad 
de llevar a cabo esta tarea.

El fiscal cívico debe acreditar los ele-
mentos de la infracción sin excepción y 
no dar nada por sentado. Existe una falsa 
creencia en el sistema cívico, debido a la 
brevedad del proceso, de que el fiscal pue-
de reservarse información o prescindir de 
formalidades esenciales del proceso. Pero 
hacerlo implica vulnerar la garantía del 
debido proceso y el acceso a la justicia, y 
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atentar contra la certeza jurídica de los 
ciudadanos de conocer con exactitud la 
conducta de la que se les acusa, la infrac-
ción imputa, la evidencia en su contra y la 
sanción correspondiente.

Uno de los retos en los procesos a este 
nivel es la postura que se tiene de que, al 
no advertirse que el probable infractor 
no ofrezca pruebas o no manifieste su 
inocencia, esto se interprete como algún 
tipo de consentimiento de los hechos y su 
reconocimiento de responsabilidad. Sin 
embargo, debe recordarse que el proba-
ble infractor se presumirá como inocente 
en todo momento, y solo se considerará 
responsable cuando el fiscal cívico haya 
acreditado los hechos y su participación 
en ellos, más allá de toda duda razonable.

Por lo tanto, es fundamental que el tra-
bajo del fiscal sea fundado, motivado y en-
caminado hacia una solución alternativa 
al conflicto, por ejemplo, la canalización 
para tratar problemas sociales como adic-
ciones o analfabetismo. En caso contrario, 
si existe una deficiencia en la labor del fis-
cal, así como del policía de proximidad, el 
juez no tendrá otra opción que absolver al 
probable infractor. Por tanto, el causante 
del indulto de un probable infractor o ad-
ministrado que “materialmente” cometió 
los hechos, pero cuya responsabilidad no 
fue acreditada, es exclusivamente el fiscal.

Con las deficiencias mencionadas, se ge-
nera impunidad y además se inhabilita al 
sistema para ofrecer tratamiento a las pro-

blemáticas que el administrado enfrenta y 
que inciden en la generación de conflictos 
que más tarde podrían derivar en delitos.

El hincapié se hace porque no existió 
quien desempeñara la figura del fiscal cí-
vico, sino que los policías cumplían sus 
funciones de manera accesoria, aunque 
únicamente en el reglamento del munici-
pio de Juárez existió dicha figura. Durante 
su primera etapa de implementación, los 
agentes de policía, al verse excedidos de la 
carga de trabajo, no consignaban ciudada-
nos por faltas administrativas a los juzga-
dos cívicos, sino que resolvían las disputas 
in situ.

Esto generó un ejercicio de solución de 
conflictos en su más amplia practicidad, 
sin procesos ni jueces cívicos ni de ba-
randilla de por medio. En otras palabras, 
Juárez presenció una objeción y oposición 
pública de los policías a trabajar de esa 
manera, a quienes por primera vez cues-
tionaban a fondo las detenciones y las 
faltas administrativas de quienes se les 
detenía. Durante casi seis meses, no hubo 
detenciones, salvo en los casos en que ine-
vitablemente decidían consignar por la 
falta de solución inmediata. No fue sino 
hasta octubre de 2021 que los primeros 
profesionistas empezaron a desempeñar 
esa función de fiscal cívico.

Lo trascendente de la figura del policía 
de proximidad es que, con el inicio del 
sistema de justicia cívica, los policías, con 
cédula profesional para ejercer como abo-
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gados operaban en campo y fungían como 
fiscales cívicos dentro del juzgado cívico. 
De esta manera, los elementos fácticos y 
jurídicos se concentraban en el policía de 
proximidad.

CONCLUSIONES

Concluyendo, el nuevo paradigma de jus-
ticia cívica y la perpetuación de la segu-
ridad humana dependen de que los poli-
cías de proximidad reciban capacitación 
con un enfoque restaurativo y se alejen 
del modelo sancionador, asignándoles ex-
clusivamente estas funciones, al menos 
de manera rotativa y no simultánea. Es 
crucial dignificar la profesión del policía 
mediante un aumento en su educación, 
mayores estándares para su ingreso y per-
manencia, así como su titulación en carre-
ras relacionadas con el derecho, políticas 
públicas, seguridad, psicología y trabajo 
social. Además, es necesario trabajar con 
las comunidades para mejorar las relacio-
nes con la policía, donde las organizacio-
nes de la sociedad civil tendrán un papel 
muy importante.
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